
ANULACION LAUDO ARBITRAL - Inversiones Zapata Lotero y Cía. S.A y 
Corantioquia / ANULACION LAUDO ARBITRAL - Decreto 1818 de 1998. 
Artículo 163. Numeral 8 / CARGO - No prospera. La condena proferida sí 
constituía un punto sujeto a la decisión de los árbitros sobre el cual debía 
recaer el laudo 
 
En relación con la causal invocada por el recurrente en primer lugar, –“Haberse 
(sic) recaído el laudo sobre puntos no sujetos a la decisión de los árbitros o 
haberse concedido más de lo pedido”–, la Sala ha indicado que se configura en 
aquellos casos en los que el laudo arbitral decide asuntos que no se encontraban 
comprendidos dentro del ámbito restringido por el pacto arbitral y, por lo tanto, 
excedían la competencia de los árbitros. Han sido múltiples los pronunciamientos 
de la Sección Tercera acerca de los aspectos que caracterizan la causal 
comentada, a través de los cuales se indica que la sanción de nulidad se justifica 
en protección del principio de congruencia. (…) En relación con el primer cargo –el 
laudo recayó sobre puntos no sometidos a la decisión de los árbitros–, que el 
análisis y utilización de métodos, conceptos y valores diferentes a los incorporados 
en las pretensiones de la demanda para la indemnización de los perjuicios, y la 
correspondiente expedición de una condena pecuniaria dentro del laudo arbitral 
con base en aquellos, no implica necesariamente que el laudo haya recaído sobre 
puntos no sujetos al arbitramento, en tanto que una vez establecida la 
responsabilidad contractual de la entidad convocada, los árbitros con los 
elementos de juicio a su alcance procedieron a hacer la liquidación que en 
derecho competía. Sería antijurídico, y por lo demás absurdo, que en el presente 
caso, luego de haberse determinado la responsabilidad contractual de la entidad 
convocada, el Tribunal de arbitramento no hubiera proferido la condena pecuniaria 
correspondiente por el temor de hallarse incurso en la causal de nulidad del laudo 
que aquí se analiza, esto es, por estar decidiendo respecto de un asunto no 
sometido al arbitramento. Si no se condenó a la entidad con base en las 
pretensiones indemnizatorias del demandante, ello obedeció a que de acuerdo 
con el juicio de los árbitros no había pruebas para hacerlo. (…) debe tenerse en 
cuenta que dentro de las pretensiones de la demanda, la sociedad que ahora 
recurre el laudo pidió que se condenara a la entidad convocada a pagar a su favor 
“a título de indemnización las siguientes sumas de dinero (…)  desde el libelo 
introductorio –como ocurre en cualquier otro proceso judicial– el demandante, a 
sabiendas de que los valores con los que aspiraba a ser indemnizado, podrían no 
ser acogidos, dejó abierta la posibilidad de que se fijara la indemnización de 
conformidad con el criterio de los árbitros, sobre la base de las pruebas valoradas; 
de manera que no resulta coherente que ahora el recurrente alegue que la cifra 
liquidada por los árbitros da lugar a que se anule el laudo por no acoger las cifras 
que él pidió, cuando lo único que hace el laudo es satisfacer su pretensión 
indemnizatoria de que se condenara por las sumas de dinero que resultaren 
“probadas dentro del proceso”. (…) No hay, por lo tanto, argumento alguno que 
lleve a la Sala a la conclusión de que el cargo debe prosperar, dado que la 
condena proferida sí constituía un punto sujeto a la decisión de los árbitros sobre 
el cual debía recaer el laudo, como en efecto lo hizo 
 
FUENTE FORMAL: DECRETO 1818 DE 1998 - ARTICULO 163. 8 
 
NOTA DE RELATORIA: Sobre configuración de la causal de nulidad de laudo 
arbitral dispuesta en el numeral 8 del artículo 163 del Decreto 1818 de 1998, 
consultar  sentencia de 15 de mayo de 1992, exp. 5326 
 
ANULACION LAUDO ARBITRAL - Inversiones Zapata Lotero y Cía. S.A y 
Corantioaquia / ANULACION LAUDO ARBITRAL - Decreto 1818 de 1998. 



Artículo 163. Numeral 9 / CARGO - No prospera. El laudo arbitral sí decidió 
sobre las pretensiones indemnizatorias formuladas por el demandante 
 
Con respecto a la segunda causal invocada por el recurrente, ha dicho la Sala que 
“se configura cuando el laudo no decide todos los puntos objeto de arbitramento y 
en este evento se predica que el mismo es mínima o citra petita respecto de las 
pretensiones, excepciones procesales y demás aspectos de la relación jurídico 
procesal (artículos 304, 305 y 306 del C. de P. Civil; 87 y 164 del C.C.A)”. Como 
en la causal anterior, el principio de congruencia circunscribe al juez a los 
extremos de la litis en relación con los temas que debe resolver y, en este caso, lo 
obliga a resolver todos los aspectos comprendidos en el litigio, so pena de que su 
decisión sea anulada (…) El segundo cargo del recurrente consiste en que dentro 
de la parte resolutiva del laudo nada se dice sobre las pretensiones 
indemnizatorias incorporadas en la demanda –párrafo 2.1–, lo que de acuerdo con 
el recurso tipifica la causal de anulación referida a “No haberse (sic) decidido 
sobre cuestiones sujetas al arbitramento”. En efecto, la Sala aprecia que dentro de 
la parte resolutiva no hay una referencia literal a las pretensiones indemnizatorias 
impetradas –el valor de las utilidades por la venta de madera al final del turno, el 
valor de las entresacas y la venta de los servicios ambientales o ecológicos–. No 
obstante, la circunstancia comprobada de que los árbitros en la parte resolutoria 
no se refirieran textualmente a las pretensiones aludidas, no significa que el laudo 
se hubiera abstenido de resolver clara y expresamente sobre ellas, ni mucho 
menos que la causal de anulación de laudo arbitral comprendida en el numeral 9 
del artículo 163 del Decreto 1818 de 1998 deba prosperar. (…) no se puede 
considerar que cuando se suplica una suma a título de indemnización en una 
demanda, solo se resuelve el punto en tanto se acoge o se desestima literalmente 
esa suma en la parte resolutiva, puesto que se incurriría en una aproximación 
sacramental y completamente equivocada del proceso judicial. (…) No es posible, 
como equivocadamente pretende el recurrente, aislar la parte resolutiva de la 
considerativa de una decisión judicial. Si bien es cierto que no se dispuso literal ni 
textualmente dentro de la parte resolutiva sobre las pretensiones indemnizatorias 
de la sociedad convocante, la Sala concluye que tales pretensiones fueron 
denegadas clara y expresamente con base en tres elementos principales: (i) la 
argumentación del laudo en la parte considerativa, (ii) la ausencia de una condena 
sobre los conceptos deprecados y (iii) la presencia de una condena patrimonial 
diferente. 
 
FUENTE FORMAL: DECRETO 1818 DE 1998 - ARTÍCULO 163. 9 / CODIGO DE 
PROCEDIMIENTO CIVIL - ARTICULO 304 / CODIGO DE PROCEDIMIENTO 
CIVIL - ARTICULO 305 / CODIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL - ARTICULO 306 
/ CODIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO - ARTICULO 87 / CODIGO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO - ARTICULO 164 
 
NOTA DE RELATORIA: Sobre configuración de la causal de nulidad de laudo 
arbitral dispuesta en el numeral 8 del artículo 163 del Decreto 1818 de 1998, 
consultar sentencia de 10 de junio de 2009, exp. 35288 
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La Sección Tercera, Subsección B, del Consejo de Estado procede a resolver el 
recurso de anulación interpuesto por Inversiones Zapata Lotero y Cia. S.A., en 
contra del laudo arbitral proferido el 10 de septiembre de 2010 por el Tribunal de 
Arbitramento constituido para dirimir las controversias surgidas en relación con el 
incumplimiento de algunas obligaciones a cargo de la Corporación Autónoma 
Regional del Centro de Antioquia–Corantioquia, en virtud de los contratos n.° 1750 
del 1 de septiembre de 1999 y n.° 1956 del 19 de noviembre de 1999, celebrados 
entre las mismas partes. La sentencia denegará el recurso de anulación. 

 
SÍNTESIS DEL CASO 

 
Corantioquia fue condenada por un Tribunal de Arbitramento, a través de laudo 
proferido el 22 de noviembre de 2005, a pagar a favor de Inversiones Zapata 
Lotero y Cia. S.A., la suma de $204 241 080, correspondientes a la indemnización 
por los perjuicios derivados del incendio de 158 hectáreas de bosque en la finca 
San Gabriel de su propiedad. Con posterioridad, el 6 de agosto de 2006 tuvo lugar 
un nuevo incendio en el mismo predio que dio lugar a que se presentara otra 
demanda arbitral para obtener la indemnización por la pérdida respectiva, la cual 
fue despachada favorablemente a la demandante mediante el laudo del 10 de 
septiembre de 2010. El laudo declaró la responsabilidad contractual de la entidad 
por no haber cumplido las obligaciones relativas a la vigilancia del bosque, 
contraídas por medio de los contratos n.° 1750 del 1 de septiembre de 1999 y n.° 
1956 del 19 de noviembre de 1999, incumplimiento que facilitó el incendio. No 
obstante que el laudo condenó al pago de una indemnización por valor de $85 912 
423, la sociedad convocante interpuso el recurso de anulación que se resuelve a 
través de esta sentencia, con fundamento en que la liquidación de los perjuicios 
contenida en el laudo no se sujetó a las pretensiones correspondientes 
incorporadas en la demanda. 

 
ANTECEDENTES 

 
I. Lo que se pretende 
 
1 Inversiones Zapata Lotero y Cia. S.A., interpuso el recurso de anulación en 
“contra del laudo dictado en audiencia el 10 de septiembre”, con fundamento en las 
causales “contempladas en los numerales 8 y 9 del artículo 163 del decreto 1818 
de 1998, consistentes en: “Haber recaído el laudo sobre puntos no sujetos a la 



decisión de los árbitros” y “No haberse decidido sobre cuestiones sujetas al 
arbitramento” (f. 279, c. ppl). 
 
II. Trámite 
 
2 El 20 de febrero de 2009, Inversiones Zapata Lotero y Cia. S.A., mediante 
apoderado judicial, en ejercicio de los derechos concedidos por las cláusulas 
compromisorias correspondientes1, solicitó al Centro de Arbitraje y Conciliación de 
la Cámara de Comercio de Medellín que convocara a un Tribunal de Arbitramento 
para que decidiera en derecho sus reclamaciones en contra de la Corporación 
Autónoma Regional del Centro de Antioquia - Corantioquia (f. 1–31, c. 1). 
 
2.1 A título de pretensiones formuló las siguientes: 
 

PRIMERA: Declarar que la CORPORACIÓN AUTÓNOMA 
REGIONAL DEL CENTRO DE ANTIOQUIA “CORANTIOQUIA” es 
responsable del incendio ocurrido el 6 de agosto de 2006 en las 
plantaciones de que dan cuenta los hechos de la demanda, por haber 
incumplido de manera grave su obligación de vigilancia estipulada en 
los contratos n.° 1750 del 1 de septiembre de 1999 y n.° 1956 del 19 
de noviembre de 1999, suscritos con la convocante. 
 
SEGUNDA: Como consecuencia se condene a la CORPORACIÓN 
AUTÓNOMA REGIONAL DEL CENTRO DE ANTIOQUIA 
“CORANTIOQUIA”, a pagar a favor de INVERSIONES ZAPATA 
LOTERO Y CIA LTDA a título de indemnización las siguientes sumas 
de dinero o las que resulten probadas dentro del proceso: 2.1. El 
valor de las utilidades que corresponderían a la convocante, de la 
madera cosechada al final del turno y liquidadas al momento en que 
se dicte el laudo arbitral, o en el momento en que su Señoría lo 
estime conveniente y cuya equivalencia al año 2009 era la suma de 
SETECIENTOS CINCUENTA Y CUATRO MILLONES 
NOVECIENTOS CUATRO MIL DOSCIENTOS SETENTA Y TRES 
PESOS CON NOVENTA CENTAVOS M/L ($754.904.273,90). 2.2. El 
valor de las utilidades que corresponderían a la convocante, de las 
entresacas al final del turno y liquidadas al momento en que se dicte 
el laudo arbitral, o en el momento en que su Señoría lo estime 
conveniente y cuya equivalencia al año 2009 es la suma de CIENTO 
CUARENTA Y OCHO MILLONES CUATROCIENTOS CUATRO MIL 
CIENTO VEINTITRES PESOS M/L ($148.404.123). 2.3. El valor de 
las utilidades que corresponderían a la convocante, correspondientes 
a la eventual venta de servicios ambientales o ecológicos 
“certificados de emisión” y liquidadas al momento en que se dicte el 
laudo arbitral, o en el momento en que su señoría lo estime 

                                                            
1 Contratos n.° 1750 del 1 de septiembre de 1999 y n.° 1956 del 19 de noviembre de 
1999: “CLÁUSULA DÉCIMA QUINTA: COMPROMISORIA: En caso de fracasar la vía de 
la conciliación consagrada en la cláusula anterior, las diferencias que surjan entre las 
partes con ocasión del presente contrato, o con motivo de la interpretación de la normas 
legales que lo complementan y encuadran o del tipo de relación legal que vincula a las 
partes, bien sea durante la ejecución, terminación o en la liquidación, o posteriormente 
pero por causa de su ejecución, serán sometidas obligatoriamente a la decisión de un 
Tribunal de Arbitramento que funcionará en la ciudad de Medellín, integrado por tres 
árbitros designados por el Centro de Conciliación y Arbitraje de la Cámara de Comercio 
de Medellín. Los árbitros fallarán en derecho y de acuerdo a este contrato. En su 
funcionamiento se regirá por la ley.” 



conveniente y cuya equivalencia al año 2009 es la suma de 
CUARENTA Y SEIS MILLONES CUATROCIENTOS SETENTA MIL 
CIENTO SEIS PESOS M/L ($46.470.106). 2.4. El equivalente a una y 
media (1½) veces el interés bancario corriente sobre las sumas a que 
resulte condenada y a partir de la fecha en que estas liquiden hasta 
la fecha en que se cancelen en su totalidad. 
 
PRIMERA SUBSIDIARIA DE LA 2.4. El equivalente al interés 
bancario corriente sobre las sumas a que resulte condenada y a partir 
de la fecha en que éstas se liquiden hasta la fecha en que se 
cancelen en su totalidad. 
 
SEGUNDA SUBSIDIARIA DE LA 2.3. La indemnización sobre las 
sumas que resulte condenada y a partir de la fecha en que esta se 
liquiden hasta la fecha en que se cancelen en su totalidad. 
 
TERCERA: Se condene en costas y agencias en derecho a la 
sociedad convocada, incluidos los causados con ocasión de la 
conciliación extraprocesal del 12 de diciembre de 2008. 

 
2.2 Presentó como hechos de la demanda: (i) la sociedad y la entidad celebraron 
dos contratos en 1999, cada uno con duración de 15 años, cuyo objeto idéntico 
era “permitir, autorizar y apoyar el programa “reforestación de laderas” consistente 
en la siembra, mantenimiento y explotación de plantaciones (uno 200 hectáreas y 
el otro 50 hectáreas) de Pino Oocarpa, en el predio seleccionado, el cual será 
puesto por INVERSIONES a disposición de la CORPORACIÓN”; (ii) como 
contraprestación a favor de la sociedad convocante, se acordó que: “los frutos, 
lucros o excedentes económicos que genere en cualquier tiempo la vigencia de 
este contrato la cosecha y comercialización de la plantación, incluyendo la 
eventual venta de servicios ambientales o ecológicos de igual naturaleza, o 
aquellos de que trata la denominada Convención de Kyoto, serán distribuidos por 
partes iguales entre la CORPORACIÓN e INVERSIONES, descontados los costos 
de la plantación, mantenimiento y explotación acordados en la cláusula quinta de 
este contrato”; (iii) dentro de las obligaciones asumidas por Corantioquia se 
encontraba la de “asumir los costos correspondientes al establecimiento, 
mantenimiento y vigilancia de la plantación, conforme a la programación y avance 
de actividades que se determine con las EE PP MM o los terceros, para el 
cumplimiento del objeto del presente contrato”; (iv) como consecuencia de 
diferentes incendios dentro del predio, la compañía decidió evaluar la viabilidad del 
negocio, para lo cual contrató al ingeniero forestal Oscar Galeano, quien concluyó 
que “en el año 2002 se incendiaron 150.28 ha de la plantación” y que “las pérdidas 
ocasionadas por los incendios y el mal manejo de la plantación es de 
$1.689.494.512.84”; (v) la compañía convocó a la entidad a un Tribunal de 
Arbitramento para que se reconocieran las pérdidas que había sufrido, el cual 
profirió el laudo correspondiente el 22 de noviembre de 2005, en cuya parte 
resolutiva declaró terminados los contratos por “incumplimiento grave” imputable a 
Corantioquia por no haber cumplido sus obligaciones contractuales de mantener y 
vigilar la plantación y la condenó a pagar a favor de la compañía convocante la 
suma de $204 241 080,60; (vi) la entidad estatal presentó recurso de anulación frente 
al laudo arbitral y solicitó la suspensión provisional, la cual fue decretada por el 
Consejo de Estado, Sección Tercera, mediante auto del 2 de febrero de 2006; (vii) 
el 6 de agosto de 2006, “mientras se encontraban suspendidos los efectos del 
laudo arbitral entre las partes y el predio en poder de CORANTIOQUIA” tuvo lugar 
un nuevo incendio “que determinó la pérdida aproximada de 122 hectáreas de la 
zona reforestada, de los cuales 64,1 hectáreas correspondían a bosque de pino 



remanente”; (viii) el Consejo de Estado, mediante sentencia del 27 de septiembre 
de 2006, declaró infundado el recurso de anulación; (ix) con posterioridad, 
Corantioquia, mediante resolución n.° 9348 del 29 de marzo de 2007, dispuso la 
liquidación directa y unilateral de los contratos n.° 1750 y n.° 1956, “sin tener en 
cuenta los árboles consumidos por el incendio ocurrido el 6 de agosto de 2006”; 
(x) la entidad estatal, frente al recurso de reposición interpuesto en contra de la 
resolución referida, expidió la resolución n.° 9478 del 8 de junio de 2007, mediante 
la cual confirmó la recurrida. 
 
3 Corantioquia dio contestación a la demanda arbitral, por medio de apoderado 
judicial, con base en los siguientes argumentos: (i) dentro de las obligaciones 
contractuales asumidas por la sociedad convocante, aparecía la de “ejercer todas 
las atribuciones y acciones que le otorga la Ley en su condición de dueño y 
poseedor material del predio, para impedir actos que obstaculicen el desarrollo 
adecuado del programa, sin garantizar el éxito del ejercicio de tales atribuciones y 
acciones”; (ii) las indemnizaciones fueron pagadas “en forma oportuna y en la 
forma establecida en el laudo”; (iii) se propusieron las excepciones de falta de 
cumplimiento del requisito de procedibilidad de la etapa de conciliación, de 
caducidad y de excesiva estimación de los perjuicios, esta última, en tanto que 
está “fuera de cualquier contexto financiero, le falta argumentos de análisis 
financiero que detallen de manera clara el verdadero valor de los posibles daños 
causados con el incendio; se superponen áreas y se cobra doblemente por las 
mismas, así mismo cobran por áreas pagadas anteriormente” (f. 362–368, c. 1). 
 
4 La Procuradora 31 Judicial II Administrativa presentó el concepto del Ministerio 
Público ante el Tribunal de Arbitramento, dentro del cual se incorporaron los 
siguientes argumentos: (i) la suspensión del laudo decretada por el Consejo de 
Estado el 2 de febrero de 2006, pedida por la entidad estatal misma, hizo que las 
obligaciones contractuales de las partes continuaran siendo exigibles, razón por la 
cual no está llamada a prosperar la defensa de la entidad consistente en que el 6 
de agosto de 2006, día del incendio, sus obligaciones respecto de la vigilancia del 
predio no estaban en vigencia porque el laudo del 22 de noviembre de 2005 había 
dispuesto la terminación del contrato; (ii) en el mismo sentido, indicó que “de la 
simple lectura de los contratos, se puede sostener que para el 6 de agosto de 
2006, la vigilancia, mantenimiento y cuidado de los terrenos de propiedad de la 
entidad demandante, estaba a cargo de CORANTIOQUIA”; (iii) como 
consecuencia de ello, concluyó que “el incumplimiento de CORANTIOQUIA de su 
deber contractual de vigilancia de las plantaciones es causa eficiente del daño 
antijurídico sufrido por la entidad convocante, ya que de haber cumplido con tal 
obligación se pudo (sic) evitar o al menos disminuir el riesgo de incendio y 
minimizar su impacto”; (iv) en cuanto hace referencia al monto de los perjuicios, 
considera que el área “que debe ser objeto de estudio en relación con las pérdidas 
es de 55,5 ha” y que “sorprende la elevada cuantificación de las pérdidas, pues si 
en el laudo arbitral de noviembre 22 de 2005, se establece una condena por lucro 
cesante de $204.241.080,60 por un área incendiada de 158 hectáreas, no se 
entiende cómo, sobre un áreas de 55,5 ha, los valores a agosto de 2006, exceden 
de tal manera la cuantificación realizada en el año 2005”; (v) en atención a lo 
anterior, considera que los perjuicios se deben liquidar sobre la base de lo 
dispuesto en el laudo anterior, aplicando una regla de tres en función del número 
de hectáreas afectadas en este caso concreto (f. 175–197, c. 2). 
 
5 El Tribunal profirió el laudo arbitral correspondiente el 10 de septiembre de 
2010. En términos generales indicó que: (i) “el 6 de agosto de 2006, cuando 
ocurrió el incendio que sirve de origen a esta controversia, los contratos se 
encontraban vigentes y en pleno vigor las obligaciones nacida de ellos, 



especialmente las referidas a mantenimiento y vigilancia de la plantación a cargo 
de CORANTIOQUIA”; (ii) “que esa vigilancia y mantenimiento existieron durante 
los primeros años de ejecución de los contratos, pero que, posteriormente se 
redujeron a simples controles fitosanitarios esporádicos, hechos por contratistas 
temporales … sin que se prestara real vigilancia con personal de guardabosques, 
se construyeran o mantuvieran cercas que impidieran el paso de caminantes, ni se 
diera mantenimiento a los contrafuegos o calles que pudieran permitir la 
intervención oportuna y eficaz en caso de incendios que eran perfectamente 
previsibles”, razón por la cual los perjuicios sufridos por la convocante resultan 
imputables a la entidad; (iii) en tratándose del “área faltante por indemnizar” o 
“extensión de la plantación afectada exclusivamente por el incendio del 2006” las 
pruebas aportadas indican que corresponde a 55,5 hectáreas; (iv) en relación con 
los perjuicios, no se pueden liquidar por el valor de las utilidades del final del turno, 
ni por las entresacas, ni los servicios ambientales, dado que no hay prueba que 
les dé sustento –párrafo 12–; (v) acerca de las excepciones, expresó que no 
prosperaban y, en particular, con referencia a la de “estimación excesiva de los 
perjuicios reclamados”, afirmó que a pesar de que no era en realidad una 
excepción, dentro del cuerpo del laudo, se “aplicó lo dispuesto en el artículo 305 
del Código de Procedimiento Civil sobre congruencias del laudo, tasando la 
condena reparatoria de los perjuicios a lo acreditado en el expediente, sin que 
aquella hubiera sobrepasado la cuantía del daño a la que ZAPATA LOTERO Y 
CIA. S.A., aspiraba le fuera reconocida judicialmente”. En la parte resolutiva del 
pronunciamiento arbitral se dijo: 
 

PRIMERO: Declarar infundada la objeción por error grave del 
dictamen pericial producido por el ingeniero BILLY LÓPEZ 
CADENA. 

 
SEGUNDO: Declarar que no prospera ninguna excepción de mérito. 

 
TERCERO: Declarar que la CORPORACIÓN AUTÓNOMA 
REGIONAL DEL CENTRO DE ANTIOQUIA - CORANTIOQUIA es 
responsable por los perjuicios causados a INVERSIONES ZAPATA 
LOTERO Y CIA. S.A., según lo expuesto en la parte motiva de este 
laudo. 

 
CUARTO: Condenar, en consecuencia, a LA CORPORACIÓN 
AUTÓNOMA REGIONAL DEL CENTRO DE ANTIOQUIA - 
CORANTIOQUIA a pagar a favor de INVERSIONES ZAPATA 
LOTERO Y CIA. S.A., a título de indemnización de perjuicios, la 
suma de OCHETA Y CINCO MILLONES NOVECIENTOS DOCE 
MIL CUATROCIENTOS VEINTITRES PESOS ($85’912.423). 

 
QUINTO: Abstenerse de hacer condenación en costas. 

 
SEXTO: En firme este Laudo, se protocolizará el expediente por 
parte del Presidente del Tribunal en una de las notarías de Medellín. 

 
SÉPTIMO: Expídanse copias auténticas del presente Laudo a las 
partes. 

 
6 El recurso extraordinario de anulación fue presentado por la compañía 
convocante con fundamento en las causales comprendidas en los numerales 8 y 9 
del artículo 163 del Decreto 1818 de 1998 (“Haber recaído el laudo sobre puntos 



no sujetos a la decisión de los árbitros” y “No haberse decidido sobre cuestiones 
sujetas al arbitramento”) (f. 279, c. ppl.) (f. 292–306, c. ppl.) 
 
6.1 En relación con la primera causal invocada, expresó el recurrente: (i) “la 
condena indemnizatoria es “extra petita” al incluir otros conceptos o perjuicios 
diferentes a los pedidos o pretendidos por el accionante a raíz del incendio 
ocurrido el 6 de agosto de 2006, es que en este proceso arbitral se pretendía: (A) 
el valor por la madera cosechada al final del turno; (B) el valor por las entresacas 
al final del turno y (c) el valor por la eventual venta de servicios ambientales o 
ecológicos “certificados de emisión” al momento de proferirse el laudo”; (ii) en 
concreto, respecto del primer concepto, “el Tribunal Arbitral en el laudo está 
negando la indemnización correspondiente a la utilidad que percibiría la sociedad 
INVERSIONES ZAPATA LOTERO Y CIA. LTDA. por el valor de la madera que se 
obtuviera al final del turno, esto es al año 2014, supuestamente por dos razones, 
por falta de un “asidero real” y por cuanto “los contratos no estaban vigentes ni 
estaban en ejecución”, pero sin decirse nada al respecto en la parte resolutiva del 
laudo, sino condenando por otro perjuicio”; (iii) acerca del segundo concepto, a 
pesar de que se pidió en la demanda, el Tribunal “no acogió la pretensión 
indemnizatoria del valor de las entresacas, por considerar que no fue probada 
dicha suma de dinero, pero sin decirse nada al respecto en la parte resolutiva del 
laudo, sino condenando por otro perjuicio”; (iv) acerca del tercer concepto, “las 
emisiones ambientales”, tampoco se dijo nada en la parte resolutiva, no obstante 
que se pidió expresamente en la demanda; (v) finalmente: 
 

Se pide la indemnización por los perjuicios sufridos a raíz del 
incendio del año 2006, por lo tanto se demostraron y solicitaron 
dentro de este proceso arbitral tres perjuicios definidos, pero el 
laudo materia del recurso de anulación caprichosamente acogió 
unos perjuicios diferentes, acogiendo este tribunal como propia la 
valoración que otra valoración realizó de unas pruebas, 
especialmente de la prueba pericial proferida en aquel entonces, 
que recayó sobre un objeto diferente, una cosa, son los perjuicios 
demostrados y sufridos por los incendios de los años 2002 al 2004 y 
otra los perjuicios demostrados y sufridos por el incendio del año 
2006. 
 
CONSECUENCIA A MANERA DE CONCLUSIÓN. De todo lo 
anterior no queda la menor duda que el LAUDO en su parte 
resolutiva se refirió a una indemnización no sujeta a la decisión del 
tribunal arbitral, sin pronunciarse en el fallo –parte resolutiva– sobre 
la indemnización solicitada por los conceptos pedidos, los cuales si 
hubiera valorado los perjuicios sufridos por el incendio del año 
2006, contenidos en el dictamen pericial aportado de manera 
unilateral, necesariamente hubiera tenido que acoger dichas 
peticiones, pero por preocuparse de fallar sobre otros puntos no 
sujetos a decisión, dejó de decidir sobre cuestiones sujetas al 
arbitramento como se expondrá a continuación. 

 
6.2 En relación con la causal invocada en segundo lugar, es decir, la falta de 
decisión sobre cuestiones sujetas al arbitramento, afirma el recurrente que: 
 

… el Tribunal en su Laudo Arbitral incurrió en la causal 9 de 
anulación, en lo referente a los PERJUICIOS solicitados por los 
TRES (3) CONCEPTOS, no solamente por la incongruencia por 
“mínima petita”, ya que al dictar el laudo, omite decidir sobre los 



mismos puesto que en su parte RESOLUTIVA bajo el título 
“RESUELVE”, nada se dijo si condena o absuelve por la madera 
cosechada al final del turno, por las entresacas al final del turno y 
por la eventual venta de servicios ambientales o ecológicos 
“Certificados de Emisión”. (sic) Sino también por la incongruencia al 
no estar el laudo en dicho punto en consonancia con los hechos. 
 
… en ninguna parte del laudo en su parte resolutiva, se dice o 
existe pronunciamiento sobre las pretensiones referentes a los tres 
perjuicios objeto de las peticiones de la demanda debidamente 
numerados y separados, como causales 2.1., 2.2. y 2.3., lo que 
ocurre tal como ya quedó explicado en la causal anterior, es que el 
laudo concedió una indemnización correspondiente a una regla de 
tres simple, sobre las cifras que arrojó otro laudo referente a 
incendios acaecidos entre los años 2002 y 2004 y no a los 
perjuicios solicitados de manera separada y enumerada derivados 
del incendio del año 2006, incurriendo en una incongruencia por 
“extra petita” al decidirse sobre peticiones no formuladas por el 
demandante en su demanda ni en oportunidad posterior, lo que 
trajo como consecuencia una incongruencia “mínima petita” o “citra 
petita” al omitir decidir sobre los tres perjuicios pedidos en su parte 
RESOLUTIVA bajo el título de RESUELVE. Así las cosas, el 
Tribunal en su LAUDO arbitral en vez de decidir sobre los tres 
perjuicios solicitados 2.1, 2.2. y 2.3, bien sea para conceder o para 
negar su indemnización, simplemente decidió no pronunciarse 
sobre dicha petición lo cual era su obligación pronunciarse al emitir 
la parte resolutiva del fallo. 

 
CONSIDERACIONES 
 
I. Competencia 
 
7 La Sala es competente para conocer y decidir el asunto de acuerdo con lo 
previsto en el numeral 5 del artículo 36 de la Ley 446 de 1998, que reformó el 
artículo 128 del Código Contencioso Administrativo, y en aplicación de lo 
dispuesto en el artículo 22 de la Ley 1150 de 2007, que modificó el artículo 72 de 
la Ley 80 de 1993, comoquiera que el contrato fuente de las obligaciones en litigio 
es de naturaleza estatal, porque fue suscrito por la Corporación Autónoma 
Regional del Centro de Antioquia–Corantioquia, entidad estatal. 
 
II. Problema jurídico 
 
8 La Sala deberá decidir: (i) si la condena al pago de una indemnización diferente 
a la pedida en la demanda, da lugar a la anulación del laudo por haber recaído 
sobre un punto que no estaba sujeto a la decisión de los árbitros; (i) si la supuesta 
falta de una decisión expresa dentro de la parte resolutiva del laudo acerca de las 
pretensiones indemnizatorias del demandante da lugar a la anulación del laudo 
por no haber decidido sobre cuestiones que estaban sometidas a la decisión de 
los árbitros. 
 
III. Análisis de la Sala 
 
9 En relación con la causal invocada por el recurrente en primer lugar, –“Haberse 
(sic) recaído el laudo sobre puntos no sujetos a la decisión de los árbitros o 
haberse concedido más de lo pedido”–, la Sala ha indicado que se configura en 



aquellos casos en los que el laudo arbitral decide asuntos que no se encontraban 
comprendidos dentro del ámbito restringido por el pacto arbitral y, por lo tanto, 
excedían la competencia de los árbitros. Han sido múltiples los pronunciamientos 
de la Sección Tercera acerca de los aspectos que caracterizan la causal 
comentada, a través de los cuales se indica que la sanción de nulidad se justifica 
en protección del principio de congruencia, así: 
 

En el trámite arbitral la competencia de los árbitros y los límites 
dentro de los cuales pueden actuar válidamente, han de ser 
señalados de manera expresa, clara y taxativa por las partes. Son 
las partes quienes habrán de señalar las estrictas materias que 
constituyen el objeto del arbitramento. Si los árbitros hacen 
extensivo su poder jurisdiccional transitorio a temas exógenos a los 
queridos por las partes, atentarán contra el principio de 
congruencia, puesto que estarán decidiendo por fuera del concreto 
tema arbitral2. 

 
10 Con respecto a la segunda causal invocada por el recurrente, ha dicho la Sala 
que “se configura cuando el laudo no decide todos los puntos objeto de arbitramento 
y en este evento se predica que el mismo es mínima o citra petita respecto de las 
pretensiones, excepciones procesales y demás aspectos de la relación jurídico 
procesal (artículos 304, 305 y 306 del C. de P. Civil; 87 y 164 del C.C.A)”3. Como en 
la causal anterior, el principio de congruencia circunscribe al juez a los extremos de 
la litis en relación con los temas que debe resolver y, en este caso, lo obliga a 
resolver todos los aspectos comprendidos en el litigio, so pena de que su decisión 
sea anulada. 
 
11 Es importante advertir que bajo perspectiva alguna el recurso de anulación 
constituye una segunda instancia en la cual se puedan controvertir las decisiones 
tomadas por el Tribunal de Arbitramento, ni su apreciación de los elementos 
probatorios y, en tal virtud, el juicio de la Sala se contraerá a confrontar las 
imputaciones del recurrente, el texto del laudo y la normatividad aplicable para 
concluir si en efecto se configura alguna causal de anulación. 
 
12 Al respecto, para efectos de analizar los dos cargos planteados, la Sala 
considera necesario transcribir la parte del laudo arbitral del 10 de septiembre de 
2010, impugnado por la sociedad convocante, en la cual se analizó el punto de los 
perjuicios, así: 
 

                                                            
2 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia 
de 15 de mayo de 1992, radicación n.° 5326, C.P. Daniel Suárez Hernández; indica 
también que esta causal es igual a una de las de casación: “La causal octava alegada 
(haber recaído el laudo sobre puntos no sujetos a la decisión de los árbitros o haberse 
concedido en él más de lo pedido) viene a ser sustancialmente igual a la causal segunda 
de casación, contemplada en el artículo 368 del C. de P.C. La Corte Suprema de Justicia 
ha señalado que esta causal tiene aplicación cuando se presenta cualquiera de las 
siguientes hipótesis: a) Cuando la sentencia decide más allá de lo pedido (ultra petita), b) 
Cuando en el fallo se ha decidido sobre puntos no sometidos al litigio (extra petita), y c) 
Cuando la sentencia omite pronunciarse sobre alguna de las pretensiones contenidas en 
la demanda o sobre las excepciones propuestas por el demandado (mínimo o citra petita). 
En los últimos tiempos ha precisado la jurisprudencia que también se presenta 
incongruencia cuando se decide con base en "causa petendi" distinta a la invocada por las 
partes”. 
3 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia 
de 10 de junio de 2009, expediente n.° 35288, C.P. Ruth Stella Correa. 



El Tribunal observa que la liquidación de los contratos 1750 y 1956 
de 1999 debió hacerse en el año 2006 por virtud del laudo arbitral 
del 22 de noviembre de 2005. Esta liquidación pone fin al vínculo 
contractual siete años antes de que la plantación cumpla su turno, 
por petición de la sociedad convocante visto el incumplimiento de 
las obligaciones por parte de Corantioquia. En aquel laudo se 
ordenó el pago de la indemnización por lucro cesante así: 
 

“El lucro cesante así determinado se calculó en 
CUATROCIENTOS CINCUENTA Y TRES MILLONES 
OCHOCIENTOS SESENTA Y NUEVE MIL SESENTA Y 
OCHO PESOS ($453.869.068,00), suma que ya está 
afectada con el costo de la plantación remanente (112 
hectáreas) y así se concluye en el dictamen del 
ingeniero Billy López Cadena, quien en la aclaración 
final manifestó: No considero que exista error grave. 
Teniendo en cuenta que en el considerando 2, de precio 
fijo causado por hectárea, se revisó el cálculo y se 
encontró correcto, del lucro cesante estimado en 
$453.869.068, resultante de traer a valor presente el 
futuro de la producción de madera al año 2014 
($530.101.100) y descontarle el valor presente con 
cálculo similar del bosque remanente ($76.231.932). 

 
La suma total de CUATROCIENTOS CINCUENTA Y 
TRES MILLONES OCHOCIENTOS SESENTA Y 
NUEVE MIL SESENTA Y OCHO PESOS 
($453.869.068,00) constituye el lucro cesante total de 
las plantaciones, la cual se afecta en un 10% toda vez 
que pericialmente se determinó que el índice de 
incendios (correspondiente al riesgo razonable que por 
tal concepto se asume en plantaciones como las 
contempladas en este proceso) se ubica entre un 8% y 
un 10%. El tribunal adoptará el índice mayor por las 
condiciones de alto riesgo de la zona, conocidas por 
ambas partes. Es importante anotar que existiendo 
plantación remanente y declarándose la terminación de 
los contratos, procede la aplicación de las 
estipulaciones contractuales contenidas en los 
parágrafos de las cláusulas décima segunda de cada 
uno de los contratos, y por ello dicha plantación 
corresponde a ambas partes en la forma estipulada…” 
 

El laudo anterior es, pues, una pauta que el tribunal examinará para 
establecer el valor de los perjuicios sufridos por la parte convocante. 
 
Por su parte, al perito Billy López Cadena, le solicitó el Tribunal en 
auto de 14 de abril de 2010: 

“Evaluará el señor perito, en forma objetiva y con 
criterios técnicos, exponiendo las bases y razones de 
sus conclusiones los perjuicios que por daño emergente 
y lucro cesante pudo haber sufrido INVERSIONES 
ZAPATA LOTERO, originadas en el incendio de la 
plantación ocurrido el 6 de agosto de 2006”. 

 



El perito respondió como sigue: 
 

“No haber pagado CORANTIOQUIA hasta agosto de 
2006, puede configurarse un lucro cesante de 
$71.742.911 al 50%, correspondiente a las 55,5 ha de 
plantaciones remanentes y/o requemadas, al mismo 
valor estimado para la condena a CORANTIOQUIA de 
158 ha quemadas hasta 2005 (ver cuadro siguiente) 
 
Valoración por hectárea de los daños causados por 
incendios en la finca SAN GABRIEL - CERRO 
QUITASOL BELLO ANTIOQUIA 
 

Evento Has Vr Total 
($COP) 

Vr. Unitario 
($/Ha) 

% Observaci
ón 

a) Laudo de noviembre 
22 de 2005 contra 
ANTIOQUIA 

158 $204,241,0
80 

1,292,665 50 PAGADO 

b) Resolución 9348 y 
ratificada por la 9478 de 
CORANTIOQUIA contra 
Inversiones Zapata 
Lotera y Cia. Ltda. 

57.15 $47,067,43
3 

823,577 50 NO 
PAGADO 

c) Pretensiones de 
Inversiones Zapata 
Lotero y Cia. Ltda., en 
la Segunda Demanda 
contra CORANTIOQUIA

64.1 $949,778,5
03 

14,817,137 10
0 

PRETENDI
DO 

d) Ärea quemada en 
agosto 2006 no 
valorada 
(CORANTIOQUIA) 

55.5 $71,742,91
1 

1,292,665 50 VALORAD
O 

e) Cruce de áreas (b - 
d) 

1.65 $1,358,902 823,577 50 Sugerido 
por el 
perito 

f) Valor presente de la 
inversión inicial de 
CORANTIOQUIA 

270.6
5 

783,861,32
2 

2,896,218 10
0 

Base de 
$463,961,0
58 

 
No considero conveniente pretender estimar máximas 
productividades del bosque en maderas y mercados 
verdes, en una plantación comercial en inmediaciones 
del municipio de Bello, con todos los riesgos de 
incendios y sin infraestructura vial para atender y apagar 
los incendios forestales. Una plantación forestal 
contigua (menos de 1 km) a la finca del Quitasol, 
establecida en 1979, que tenía vías internas, controló 
oportunamente incendios y pudo ser aprovechada 
comercialmente durante los tres años anteriores (2007, 
2008, 2009)” 

 
En estas circunstancias, el tribunal no puede acoger las 
pretensiones de la parte convocante, en los términos en que fueron 
formuladas, porque ellas están sustentadas en proyecciones al año 
2014, lo cual no tiene asidero real. De una parte se pretende el 



pago de unas sumas de dinero por unos conceptos que no fueron 
probados, a saber: valor de las entresacas y las utilidades que 
generarían los certificados de reducciones de emisiones. De otra 
parte, se pretende una indemnización de perjuicios como si los 
contratos estuvieran vigentes y en ejecución, pero como ya se vio 
ellos terminaron anticipadamente por solicitud de Inversiones 
Zapata Lotero a causa del incumplimiento imputable a 
CORANTIOQUIA. Los perjuicios derivados del mismo fueron 
pagados acorde con el laudo anterior. Conforme a ese laudo, el 
valor de la indemnización por cada hectárea asciende a un millón 
doscientos noventa y dos mil seiscientos sesenta y cinco pesos 
($1.292.665) por hectárea, en pesos del mes de noviembre de 
2005. 
 
El Ministerio Público en su concepto de fondo efectuó la liquidación 
de la indemnización, así: 

 
“Si por 158 ha incendiadas para el año 2005, han de 
pagarse, tras la división de las eventuales utilidades una 
suma de $204.241.080,60: por 55,5 ha afectadas en el 
año 2006, deberá resarcir una cifra equivalente a 
$71.742.911, valor que como se expresó anteriormente, 
deberá actualizarse”. 

 
El tribunal coincide con el concepto de la Procuradora delegada y 
por consiguiente reconocerá a la convocante INVERSIONES 
ZAPATA LOTERO la suma de SETENTA Y UN MILLONES 
SETECIENTOS CUARENTA Y DOS MIL NOVECIENTOS ONCE 
PESOS /$71.742.911) como valor de las 55.5 Has., quemadas en el 
incendio del 6 de agosto de 2006, y dicha suma se actualizará a la 
fecha del laudo. 

 
13 La Sala considera en relación con el primer cargo –el laudo recayó sobre 
puntos no sometidos a la decisión de los árbitros–, que el análisis y utilización de 
métodos, conceptos y valores diferentes a los incorporados en las pretensiones de 
la demanda para la indemnización de los perjuicios, y la correspondiente 
expedición de una condena pecuniaria dentro del laudo arbitral con base en 
aquellos, no implica necesariamente que el laudo haya recaído sobre puntos no 
sujetos al arbitramento, en tanto que una vez establecida la responsabilidad 
contractual de la entidad convocada, los árbitros con los elementos de juicio a su 
alcance procedieron a hacer la liquidación que en derecho competía. 
 
13.1 Sería antijurídico, y por lo demás absurdo, que en el presente caso, luego de 
haberse determinado la responsabilidad contractual de la entidad convocada, el 
Tribunal de arbitramento no hubiera proferido la condena pecuniaria 
correspondiente por el temor de hallarse incurso en la causal de nulidad del laudo 
que aquí se analiza, esto es, por estar decidiendo respecto de un asunto no 
sometido al arbitramento. Si no se condenó a la entidad con base en las 
pretensiones indemnizatorias del demandante, ello obedeció a que de acuerdo 
con el juicio de los árbitros no había pruebas para hacerlo. En consecuencia, la 
actuación debida, la que adelantaron los árbitros, era la de indemnizar con 
fundamento en lo acreditado en el expediente, puesto que de no obrar así estarían 
incursos en una denegación de justicia desde una óptica material que habría sido, 
esa sí, justamente recurrida. La condena por una suma menor a la pedida en la 
demanda en función de lo que las pruebas acreditan es algo claramente permitido 



y, más aun, ordenado por nuestro ordenamiento jurídico, el cual, en el inciso 
tercero del artículo 305 del Código de Procedimiento Civil prescribe: “Si lo pedido 
por el demandante excede de lo probado, se le reconocerá solamente lo último”. 
 
13.2 En el mismo orden de ideas, debe tenerse en cuenta que dentro de las 
pretensiones de la demanda, la sociedad que ahora recurre el laudo pidió que se 
condenara a la entidad convocada a pagar a su favor “a título de indemnización 
las siguientes sumas de dinero [utilidades por la madera cosechada al final del 
turno $754.904.273,90, utilidades por entresacas $148.404.123, utilidades por 
venta de servicios ambientales $46.470.106] o las que resulten probadas dentro 
del proceso” (se subraya). Es decir, desde el libelo introductorio –como ocurre en 
cualquier otro proceso judicial– el demandante, a sabiendas de que los valores 
con los que aspiraba a ser indemnizado, podrían no ser acogidos, dejó abierta la 
posibilidad de que se fijara la indemnización de conformidad con el criterio de los 
árbitros, sobre la base de las pruebas valoradas; de manera que no resulta 
coherente que ahora el recurrente alegue que la cifra liquidada por los árbitros da 
lugar a que se anule el laudo por no acoger las cifras que él pidió, cuando lo único 
que hace el laudo es satisfacer su pretensión indemnizatoria de que se condenara 
por las sumas de dinero que resultaren “probadas dentro del proceso”. 
 
 
13.3 No hay, por lo tanto, argumento alguno que lleve a la Sala a la conclusión de 
que el cargo debe prosperar, dado que la condena proferida sí constituía un punto 
sujeto a la decisión de los árbitros sobre el cual debía recaer el laudo, como en 
efecto lo hizo. 
 
14 El segundo cargo del recurrente consiste en que dentro de la parte resolutiva 
del laudo nada se dice sobre las pretensiones indemnizatorias incorporadas en la 
demanda –párrafo 2.1–, lo que de acuerdo con el recurso tipifica la causal de 
anulación referida a “No haberse (sic) decidido sobre cuestiones sujetas al 
arbitramento”. 
 
14.1 En efecto, la Sala aprecia que dentro de la parte resolutiva no hay una 
referencia literal a las pretensiones indemnizatorias impetradas –el valor de las 
utilidades por la venta de madera al final del turno, el valor de las entresacas y la 
venta de los servicios ambientales o ecológicos–. No obstante, la circunstancia 
comprobada de que los árbitros en la parte resolutoria no se refirieran 
textualmente a las pretensiones aludidas, no significa que el laudo se hubiera 
abstenido de resolver clara y expresamente sobre ellas, ni mucho menos que la 
causal de anulación de laudo arbitral comprendida en el numeral 9 del artículo 163 
del Decreto 1818 de 1998 deba prosperar. 
 
14.2 La cuestión sujeta al arbitramento era la declaración de responsabilidad y la 
condena patrimonial en razón a los perjuicios irrogados a la sociedad convocante, 
asuntos sobre los cuales en las partes considerativa y resolutiva se dispuso 
suficientemente. De tal forma, no se puede considerar que cuando se suplica una 
suma a título de indemnización en una demanda, solo se resuelve el punto en 
tanto se acoge o se desestima literalmente esa suma en la parte resolutiva, puesto 
que se incurriría en una aproximación sacramental y completamente equivocada 
del proceso judicial. 
 
14.3 Así, se puede observar en el texto correspondiente a la parte considerativa 
del laudo –párrafo 12–, que los árbitros analizaron el punto que atañe a la 
indemnización de los perjuicios con fundamento en los elementos probatorios que 



consideraron pertinentes y decidieron que no habría indemnización por los 
perjuicios alegados por la compañía convocante. 
 
14.4. La Sala reprocha el error en la interpretación del laudo que comete el 
recurrente al plantear este cargo, puesto que separa la parte resolutiva de la 
sentencia de la considerativa, como si una y otra no constituyeran el mismo laudo, 
y al afirmar, en contra de lo que de manera evidente se aprecia en la parte 
considerativa, que el laudo no decidió sobre las pretensiones indemnizatorias de la 
demanda, es decir, sobre “cuestiones sujetas al arbitramento”. 
 
14.4.1 Existe una regla de interpretación de los objetos jurídicos, consagrada en 
diferentes artículos de nuestro ordenamiento jurídico4, que se denomina 
interpretación sistemática o coherente, la cual pone de presente la correlación que 
existe entre las partes constitutivas del discurso, como de cada manifestación del 
pensamiento, y su referencia común al todo del que hacen parte; correlación y 
referencia que hacen posible la iluminación recíproca del significado entre el todo 
y los elementos constitutivos5. 
 
14.4.2 Constituye un principio evidente de técnica de interpretación textual, que al 
dirigirse a aclarar el sentido de un texto de índole jurídica, ordena que el 
significado de sus partes no puede ser segmentado, sino que debe ser atribuido al 
conjunto de la intención del autor, en este caso del Tribunal de Arbitramento; es 
decir, que en presencia de una o varias partes dentro de un laudo arbitral; de una 
o varias cláusulas, dentro de un contrato; de uno o varios artículos, dentro de una 
ley; de una o varias leyes dentro del ordenamiento jurídico; se debe considerar 
que hacen parte de un todo y es por medio de la luz de cuanto emerge del 
conjunto del texto entero, que se determina el sentido jurídico propio del objeto 
interpretado. Sobre el plano práctico, este criterio se impone como un instrumento 
útil que, además de contribuir al esclarecimiento del sentido del texto, permite 
valorar de forma negativa y rechazar las interpretaciones que pretenden aislar una 
parte del conjunto. 
 
14.5 En ese orden de ideas, el cargo será desechado por la Sala, puesto que el 
laudo arbitral sí decidió sobre las pretensiones indemnizatorias formuladas por el 
demandante, en tanto que fueron objeto de análisis y de decisión, tal y como se 
concluye de una interpretación sistemática y coherente del laudo. No es posible, 
como equivocadamente pretende el recurrente, aislar la parte resolutiva de la 
considerativa de una decisión judicial. Si bien es cierto que no se dispuso literal ni 
textualmente dentro de la parte resolutiva sobre las pretensiones indemnizatorias 

                                                            
4 En relación con la interpretación de la ley, el Código Civil dispone: “Art. 30.‐ El contexto de la ley 
servirá para ilustrar el sentido de cada una de sus partes, de manera que haya entre todas ellas la 
debida correspondencia y armonía. Los pasajes oscuros de una ley puede ser ilustrados por medio 
de otras leyes, particularmente si versan sobre el mismo asunto.”; a propósito de la interpretación 
de los contratos: 1622., C.C. ‐Las cláusulas de un contrato se interpretarán unas por otras, 
dándosele a cada una el sentido que mejor convenga al contrato en su totalidad”. Por su parte, el 
Código de Procedimiento Civil prescribe: “Artículo 187.‐ Apreciación de las pruebas. Las pruebas 
deberán ser apreciadas en conjunto, con las reglas de la sana crítica, sin perjuicio de las 
solemnidades prescritas en la ley sustancial para la existencia o validez de ciertos actos…” “Artículo 
250.‐ Apreciación de los indicios. El juez apreciará los indicios en conjunto, teniendo en 
consideración su gravedad, concordancia y convergencia, y su relación con las demás pruebas que 
obren en el proceso. “Artículo 258.‐ Indivisibilidad y alcance probatorio del documento. La prueba 
que resulte de los documentos públicos y privados es indivisible, y comprende aun lo meramente 
enunciativo siempre que tenga relación directa con lo dispositivo del acto o contrato.” 
5 E. BETTI, Interpretazione della legge e degli atti giuridici, Giuffre, Milano, 1971, p. 16 



de la sociedad convocante, la Sala concluye que tales pretensiones fueron 
denegadas clara y expresamente con base en tres  
elementos principales: (i) la argumentación del laudo en la parte considerativa, (ii) 
la ausencia de una condena sobre los conceptos deprecados y (iii) la presencia de 
una condena patrimonial diferente. 
 
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso 
Administrativo, Sección Tercera, administrando justicia en nombre de la República 
de Colombia y por autoridad de la ley, 
 

RESUELVE 
 

 

 

PRIMERO: DENIÉGASE el recurso de anulación presentado por Inversiones 
Zapata Lotero y Cia. S.A. en contra el laudo arbitral proferido el 10 de septiembre 
de 2010. 

 
 
 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE y DEVUÉLVASE 

 
 
 
 

Danilo Rojas Betancourth 
     Presidente 
 
 
 
 
 
 
 
Ruth Stella Correa Palacio                 Stella Conto Díaz del Castillo  
   
 
 


